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El tratamiento de información por parte de las entidades públicas y por parte de las 
entidades identificadas como sujetos obligados al ejercicio y garantía del derecho de acceso a la 
información pública por parte de la Ley 1712 de 2014, además del ejercicio del derecho 
fundamental de habeas data que permite al ciudadano conocer, actualizar y rectificar la 
información que sobre él se encuentre en cualquier base de datos de carácter público o privado, ha 
hecho surgir dudas en varios ámbitos jurídicos, entre ellos, el conflicto dado entre los derechos 
fundamentales de acceso a la información y el derecho a la protección de los datos personales, el 
alcance de los derechos así como los límites del acceso cuando se trata de información pública que 
contiene datos personales (Congreso de la República de Colombia, 2014). 
 
Las entidades públicas, como sujetos activos y responsables en materia de administración 
y tratamiento de datos personales, se enfrentan a la dificultad de permitir el ejercicio de derechos 
fundamentales a los ciudadanos y empresas cuando en un mismo escenario convergen el derecho 
al habeas data (Art. 15 C.N.) y el derecho de acceso a la información en su acepción pasiva, 
entendida esta como el derecho a recibir información (Arts. 20 y 74 C.N.). 
 
En este caso, el Estado y sus entidades tienen el deber de proteger los derechos de los 
ciudadanos, sin embargo, también les asiste el deber de determinar la aplicación prevalente de uno 
u otro derecho fundamental con las herramientas que le brinda la normatividad legal vigente 
teniendo en cuenta el núcleo esencial de los dos derechos fundamentales en conflicto. 
 
Por un lado, está el derecho en cabeza del ciudadano que se concreta en el acceso a la 
información pública y un deber correlativo de la entidad de divulgar proactivamente la información 
(artículo 7º de la Ley 1712 de 2014) y, por el otro, bajo la premisa de la protección del derecho 
fundamental al habeas data, se encuentra el artículo 15 de la Constitución Política de Colombia, 
que establece el derecho de todo ciudadano a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que 
se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas 
que se encuentra sustentado, además, en el principio de libertad que permite al ciudadano 
determinar qué información hace pública y qué información guarda para sí.  
 
En el ejercicio de la ponderación de derechos, planteado en este caso entre el derecho de 
acceso a la información y el derecho al habeas data, la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
ha considerado que la protección del dato personal constituye un límite del derecho de acceso a la 
información (Corte Constitucional de Colombia, 2002). Sin embrago, el límite planteado por la 
Corte Constitucional no puede observarse como absoluto frente al ejercicio legítimo del derecho 
de acceso a la información pública. Así, habrán de definirse los criterios jurídicos que orientan en 
qué casos un derecho prevalece sobre otro.  
 
Dentro de este esquema conceptual, la tarea a desarrollar con la estructuración del presente 
trabajo es la determinación de las hipótesis en las cuales el acceso a la información pública es 
posible bajo el máximo respeto del derecho a la protección de los datos personales. 
 
El propósito de esta tesis es plantear una hipótesis que permita lograr el ejercicio de los dos 
derechos fundamentales; el derecho de acceso a la información pública y el derecho de habeas 
data en armonía, de tal manera que puedan ejercerse ambos sin sacrificar la transparencia y la 
libertad que, como principios, facilitan y soportan la efectividad de los derechos fundamentales en 













Derecho fundamental al Habeas Data 
 
Intimidad, habeas data y tratamiento de datos personales 
 
Derecho a la Intimidad 
 
La intimidad es un derecho fundamental con reconocimiento constitucional definido por el 
artículo 15 de la Constitución Política de Colombia bajo el siguiente tenor literal: 
 
Artículo 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar 
y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. (…)  
 
Es un derecho ubicado en el Título de derechos fundamentales constitucionales y ha sido 
identificado por la Corte Constitucional como un derecho de la personalidad por su conexión 
directa con la dignidad humana y también como el ejercicio de una libertad individual que permite 
al individuo por sí mismo decidir todos los aspectos ligados a su vida privada (Corte Constitucional 
de Colombia, 1992). 
 
A partir de los componentes anteriores, la Corte Constitucional concretó la definición del 
derecho a la intimidad como “un derecho general, absoluto, extrapatrimonial, inalienable e 
imprescriptible y que se puede hacer valer erga omnes, vale decir, tanto frente al Estado como a 
los particulares”, que les permite a todas las personas decidir la divulgación o no de datos 
concernientes a su vida privada (Corte Constitucional de Colombia, 1992). 
 
El núcleo esencial del derecho a la intimidad se ha entendido como aquella esfera particular 
de la vida privada y familiar en la que los demás no pueden intervenir y el propio individuo tiene 
la facultad de decidir sobre su conocimiento público o su resguardo en la privacidad.  Desde la 
perspectiva de la facultad máxima que posee el individuo para determinar el manejo y publicidad 
de su información, en la década de los noventa, especialmente en los primeros años de desarrollo 
de los conceptos constitucionales, la intimidad se entendía y estaba amparada bajo la garantía del 
derecho al habeas data. 
Lo anterior quiere decir que el derecho que tiene el individuo “a conocer, actualizar y 
rectificar las informaciones” (Art. 15° C.N.) que sobre sí mismo conservan las entidades públicas 
y privadas en bases de datos se consideraba, no un derecho autónomo de la persona, sino la garantía 
máxima del ejercicio del derecho a la intimidad personal y familiar. 
 
Más tarde, y como se comentará más adelante, el derecho al habeas data fue reconocido 
como un derecho autónomo sin que esto signifique que la definición y componentes axiológicos 
del derecho a la intimidad no incluyan por sí mismos el derecho al manejo de la propia 
información. La intimidad, como todos los derechos fundamentales, no es un derecho absoluto, y 
desde su consagración en el ámbito constitucional ha tenido demarcado su límite en el derecho 
fundamental a la información, también de consagración constitucional (Art. 20° C.N.) y en el 
concepto del interés general (Art. 1° C.N). 
 
Esto indica que cuando la información del individuo interesa jurídicamente a la comunidad 
y cuando los conceptos del interés general se ven involucrados de tal manera que se perjudica la 
convivencia pacífica o se amenaza el orden justo, el derecho a la intimidad debe ceder para dar 
cabida a la publicación de la información ligada a la vida íntima de las personas (Corte 
Constitucional de Colombia, 2005). 
 
 
Los conflictos que se presenten entre la prevalencia del derecho a la intimidad y el derecho 
a la información, concebido este último como el poder informático que permite a las personas 
adquirir información para informase e informar, ha llevado a la Corte Constitucional a diversas 
posiciones. De este modo, el organismo afirmó en un primer momento la prevalencia del derecho 
a la intimidad por su relación directa con la dignidad humana. No obstante, en un segundo 
momento se promovió una ponderación con base en criterios jurídicos que forman parte de la 
estructura del habeas data y, por último, lo que se ha sostenido hasta nuestros días es la necesidad 
de un ejercicio de ponderación que tenga en cuenta el tipo de información que se encuentra en 
examen y su estrecha o asilada cercanía con la intimidad y, por lo tanto, con la libertad del 
individuo. 
 
Derecho al Habeas Data 
 
El habeas data es un derecho fundamental definido por el artículo 15 de la Constitución 
Política de Colombia en los siguientes términos: 
 
Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen 
nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho 
a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas 
en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas (negrilla fuera de 
texto). (Corte Constitucional de Colombia, 2016) 
 
Como se mencionó anteriormente, en los primeros años de la década de los noventa, el 
derecho al habeas data no fue reconocido por la Corte Constitucional como un derecho 
fundamental autónomo, sino que fue entendido como una garantía del ejercicio del derecho a la 
intimidad. 
 
Más tarde, en 1995, mediante Sentencia SU-082 (Corte Constitucional de Colombia, 1995), 
la Corte Constitucional reconoció la autonomía del derecho fundamental al Habeas Data 
diferenciándolo del derecho a la intimidad y enfatizando su definición en las líneas 
constitucionales citadas que indican que se trata del derecho de toda persona a “conocer, actualizar 
y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 
de entidades públicas y privadas” (Art. 15° C.N.). 
 
En su construcción conceptual, la Corte Constitucional señaló que, en la categoría de 
derecho constitucional fundamental, el habeas data cuenta con un núcleo esencial integrado por 
el “derecho a la autodeterminación informática y por la libertad, en general, y en especial 
económica” (Corte Constitucional de Colombia, 1995).   
 
Al respecto, la autodeterminación informática se entiende como “la facultad de la persona 
a la cual se refieren los datos, para autorizar su conservación, uso y circulación” (Corte 
Constitucional de Colombia, 1995)y la libertad como la autonomía de permitir el tratamiento del 
dato personal y restringir su circulación. Entretanto, el sujeto activo del derecho al habeas data es 
“toda persona física o jurídica, cuyos datos personales sean susceptibles de tratamiento 
automatizado”, mientras que el sujeto pasivo u obligado es “toda persona física o jurídica que 
utilice sistemas informáticos para la conservación, uso y circulación de datos personales” (Corte 
Constitucional de Colombia, 1995). 
 
Para la Corte Constitucional,  las facultades relacionadas con el derecho al habeas data no 
son solo las consagradas en el artículo 15 constitucional, es decir, la de conocer, actualizar y 
rectificar información; sino que hay otras facultades y derechos involucrados en su ejercicio tales 
como el derecho a la caducidad del dato y el derecho a oponerse a la inclusión de información en 
una base de datos, estas dos últimas facultades como expresión máxima del componente de libertad 
que forma parte del núcleo esencial del derecho. 
 
La Libertad como principio fundamental del habeas data 
 
La libertad, específicamente la libertad económica, es entendida por la Corte 
Constitucional como parte del núcleo esencial del derecho al Habeas Data, concentrando su 
definición y entendimiento en los conceptos de autorización y circulación de los datos, se relaciona 
directamente con la manera en la que se manejan los datos personales, esto es, con la facultad de 
permitir su tratamiento y el derecho a restringir su libre circulación. Así lo dispone el artículo 15 
de la Constitución que reza lo siguiente: “En la recolección, tratamiento y circulación de datos se 
respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución” (Corte Constitucional de 
Colombia, 2016). 
 
Así, es posible afirmar que el principio prevalente que sirve de fundamento a la 
normatividad de protección y tratamiento de datos personales en Colombia es el principio de 
libertad que cuenta con consagración constitucional y que se traduce en la autorización primaria 
del individuo titular del dato para que cualquier entidad pública o privada dé tratamiento a los 
datos de los que es titular. 
 
Lo anterior señala que cualquier tratamiento de los datos personales, estos es, recolección, 
almacenamiento, uso o supresión, debe estar precedido de la autorización del titular, quien además 
cuenta con la facultad de restringir la circulación de la información que verse sobre su persona y 
no sea veraz. El principio de libertad de carácter constitucional cumple entonces una función 
operativa dentro del marco del derecho del Habeas Data, ya que su ejecución condiciona los 
procesos de administración y tratamiento de bases de datos (Corte Constitucional de Colombia, 
2002). 
 
Tratamiento de datos personales 
 
El Dato Personal 
 
El dato personal es el objeto de protección del derecho al habeas data y está definido por 
el literal e) del artículo 3º de la Ley 1266 de 2008 como “cualquier pieza de información vinculada 
a una o varias personas determinadas o determinables o que pueden asociarse con una persona 
natural o jurídica”, y también por el literal c) del artículo 3º de la Ley 1581 de 2012 como 
“Cualquier información vinculada o que pueda asociarse a una o varias personas naturales 
determinadas o determinables” (Congreso de la República de Colombia, 2008, 2012).  
 
En el estudio de constitucionalidad previa que se realizó sobre la Ley 1266 de 2008 “Por 
la cual se dictan las disposiciones generales del hábeas data y se regula el manejo de la información 
contenida en bases de datos personales, en especial la financiera, crediticia, comercial, de servicios 
y la proveniente de terceros países…”, la Corte Constitucional señaló que el dato personal tiene 
como características:  
 
i) Estar referido a aspectos exclusivos y propios de una persona natural, ii) permitir 
identificar a la persona, en mayor o menor medida, gracias a la visión de conjunto que se 
logre con el mismo y con otros datos; iii) su propiedad reside exclusivamente en el titular 
del mismo, situación que no se altera por su obtención por parte de un tercero de manera 
lícita o ilícita, y iv) su tratamiento está sometido a reglas especiales (principios) en lo 
relativo a su  captación, administración y divulgación (cursiva del texto). (Corte 
Constitucional de Colombia, 2008)  
 
Como se puede evidenciar, de acuerdo con las definiciones transcritas, el dato personal 
hace referencia a una persona, natural o jurídica, pero además permite identificar plenamente dicha 
persona, es decir, las dos normas legales estatutarias citadas focalizan la relevancia de la definición 
del dato personal en la individualización del sujeto titular del dato. Así, toda información que 
permita esta caracterización específica de individualización será considerada personal. 
 
Por su parte, la Corte Constitucional agregó a la definición del dato personal la connotación 
de “la visión de conjunto”, como aquella que permite la identificación en “mayor o menor medida” 
de una persona. Esto no es otra cosa que la referencia al concepto de tratamiento de información 
como herramienta que permite llegar al conocimiento o reconocimiento del sujeto titular del dato 
por vía del análisis de una cantidad cierta de información. Adicionalmente, la Corte agregó que el 
tratamiento, realizado con la finalidad última de conocer o reconocer una persona, no puede ser 
llevado a cabo sino bajo la aplicación de unos principios y reglas especiales, estos son los que 
guían el tratamiento de los datos personales. De esta manera, el dato personal es entonces el punto 
de partida o la piedra angular de la aplicación de los principios de tratamiento, en especial y, en 
primer lugar por su carácter constitucional, el principio de libertad. 
 
Bases de Datos Personales 
 
De conformidad con lo establecido en el literal b) del artículo 3º de la Ley 1581 de 2012, 
una base de datos se define como el “conjunto organizado de datos personales que sea objeto de 
tratamiento”, dicho conjunto de datos puede encontrarse en repositorios físicos o electrónicos y 
otorga a quien la administra, lo que la doctrina y la jurisprudencia han denominado “el poder 
informático”. 
 
En palabras del profesor Vittorio Frosini, citado por la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-414 de 1992, el poder informático es un “poder de dominio social” sobre el individuo que brinda 
a quien lo tiene “la posibilidad de acumular informaciones en cantidad ilimitada, de confrontarlas 
y agregarlas entre sí, de hacerle un seguimiento en una memoria indefectible, de objetivizarlas y 
transmitirlas como mercancía en forma de cintas, rollos o discos magnéticos” (Corte 
Constitucional de Colombia, 1992).  
 
Se trata de un poder que encuentra como contrapeso la “libertad informática” del individuo, 
que es precisamente la facultad de disponer de los propios datos tal y como se ha explicado en el 
presente trabajo. Como se puede notar, no fue pretenciosa para su época la definición del profesor, 
por el contrario,  fue más bien visionaria si se tiene en cuenta que la conformación de las bases de 
datos está a la orden del día en el contexto actual de una economía digital creciente que empuja 
los mercados hacía la automatización de todo rol del comercio.  
 
Se trata, hoy en día, de la connotación del poder informático en manos de una industria 
tecnológica cuyo insumo de trabajo principal son las bases de datos y su tratamiento. A este poder 
se “contrapone” la libertad del individuo, libertad que puede verse afectada por las limitaciones 
impuestas a sus derechos como consecuencia de la conformación y administración de estas bases 
de datos. Un ejemplo de esto son las limitaciones a las libertades económicas como consecuencia 
de la conformación de bases de datos en el sector bancario y crediticio o las implicaciones que se 
producen en la conformación y administración de bases de datos relacionadas con antecedentes 
penales. 
 
De esta forma, y como lo identifica la Corte Constitucional, “el habeas data es la respuesta 
del constitucionalismo para enfrentar las amenazas que el ejercicio inorgánico de este poder 
supone para la libertad de los seres humanos” (Corte Constitucional de Colombia, 2012). Esta 
respuesta exige que el tratamiento de los datos personales concentrados en bases de datos manuales 
o automatizadas se haga bajo la atención de principios generales y condiciones regladas que se 





Administración de Bases de Datos Personales 
 
Para la Corte Constitucional se entiende por “administración de datos personales las 
prácticas que las entidades públicas o privadas adelantan con el fin de conformar, organizar y 
depurar bases de datos personales, así como la divulgación de estos últimos en un contexto 
claramente delimitado y con sujeción a ciertos principios” (Corte Constitucional de Colombia, 
2002). 
 
Tal y como puede verse, la administración de los datos personales incluye entonces la 
gestión en sí misma de toda aquella actividad definida como tratamiento del dato. El tratamiento 
de datos personales se encuentra definido por el artículo 3º de la Ley 1581 de 2012, que en el literal 
g establece que se trata de “cualquier operación o conjunto de operaciones sobre datos personales, 
tales como la recolección, almacenamiento, uso, circulación y supresión” (Congreso de la 
Repúbica de Colombia, 2012). 
 
Es de anotar que para la ley y la jurisprudencia, la administración de toda base de datos de 
carácter personal está sometida a lo que la Ley estatutaria 1581 de 2012 denominó “los principios 
para el tratamiento de datos personales” y que jurisprudencialmente son reconocidos como los 
principios aplicables a la administración de datos de este tipo. 
 
Principios de la administración de datos personales 
 
Los principios que guían la administración de datos personales han sido materia de 
discusión y definición por parte de la Corte Constitucional y encuentran consagración específica 
en la legislación colombiana. De hecho, fue la Corte Constitucional quién en primera medida los 
definió y estructuró a partir del entendimiento del artículo 15 de la Constitución Política de 
Colombia y posteriormente, las leyes estatutarias que desarrollaron este mismo artículo 
constitucional (Ley 1266 de 2008 y Ley 1581 de 2012) hicieron lo propio acogiendo las 
definiciones dadas por el Tribunal Constitucional.  
 
Así, en un primer momento en el año 2002, la Corte Constitucional, mediante sentencia T-
729 de 2002, estableció que eran aplicables a la administración de datos personales los principios 
de libertad, necesidad, veracidad, integridad, finalidad, utilidad, circulación restringida, 
incorporación, caducidad e individualidad, los cuales definió de la siguiente manera: 
 
Según el principio de libertad11[11], los datos personales solo pueden ser 
registrados y divulgados con el consentimiento12[12] libre, previo y expreso del titular, 
de tal forma que se encuentra prohibida la obtención y divulgación de estos de manera 
ilícita13[13] (ya sea sin la previa autorización del titular o en ausencia de mandato legal 
o judicial). En este sentido, por ejemplo, se encuentra prohibida su enajenación o cesión 
por cualquier tipo contractual. 
 
Según el principio de necesidad14[14], los datos personales registrados deben ser 
los estrictamente necesarios para el cumplimiento de las finalidades perseguidas con la 
base de datos de que se trate, de tal forma que se encuentra prohibido el registro y 
divulgación de datos que no guarden estrecha relación con el objetivo de la base de 
datos.15[15] 
 
Según el principio de veracidad16[16], los datos personales deben obedecer a 
situaciones reales, deben ser ciertos, de tal forma que se encuentra prohibida la 
administración de datos falsos o erróneos. 
 
Según el principio de integridad,17[17] estrechamente ligado al de veracidad, la 
información que se registre o se divulgue a partir del suministro de datos personales debe 
ser completa, de tal forma que se encuentra prohibido el registro y divulgación de datos 
parciales, incompletos o fraccionados. Con todo, salvo casos excepcionales, la integridad 
no significa que una única base de datos pueda compilar datos que, sin valerse de otras 
bases de datos, permitan realizar un perfil completo de las personas. 
 
Según el principio de finalidad, tanto el acopio, el procesamiento y la divulgación 
de los datos personales, debe obedecer a una finalidad18[18]constitucionalmente legítima, 
definida de manera clara, suficiente y previa; de tal forma que queda prohibida la 
recopilación de datos sin la clara especificación acerca de la finalidad de los mismos, así 
como el uso o divulgación de datos para una finalidad diferente a la inicialmente 
prevista19[19].  
 
Según el principio de utilidad, tanto el acopio, el procesamiento y la divulgación 
de los datos personales, debe cumplir una función20[20] determinada, como expresión del 
ejercicio legítimo del derecho a la administración de los mismos; por ello, está prohibida 
la divulgación de datos que, al carecer de función, no obedezca a una utilidad clara o 
determinable.  
 
Según el principio de circulación restringida, estrechamente ligado al de finalidad, 
la divulgación y circulación de la información está sometida a los límites específicos 
determinados por el objeto de la base de datos21[21], por la autorización del titular y por el 
principio de finalidad, de tal forma que queda prohibida la divulgación indiscriminada de 
los datos personales22[22].  
 
Según el principio de incorporación23[23], cuando de la inclusión de datos 
personales en determinadas bases, deriven situaciones ventajosas para el titular, la 
entidad administradora de datos estará en la obligación de incorporarlos, si el titular 
reúne los requisitos que el orden jurídico exija para tales efectos, de tal forma que queda 
prohibido negar la incorporación injustificada a la base de datos.  
 
Según el principio de caducidad, la información desfavorable al titular debe ser 
retirada24[24] de las bases de datos siguiendo criterios de razonabilidad25[25] y oportunidad, 
de tal forma que queda prohibida la conservación indefinida26[26] de los datos después que 
han desaparecido las causas que justificaron su acopio y administración.  
 
Según el principio de individualidad, las administradoras deben mantener 
separadamente las bases de datos que se encuentren bajo su administración, de tal forma 
que queda prohibida la conducta dirigida a facilitar cruce de datos a partir de la 
acumulación de informaciones provenientes de diferentes bases de datos27[27]. (Corte 
Constitucional de Colombia, 2002, párrs. 7-17) 
 
Más tarde, algunos de estos principios fueron acogidos por las leyes estatutarias citadas 
anteriormente, así, la Ley 1266 de 2008 hace referencia en su artículo 4º al principio de veracidad 
o calidad de los registros que coincide con el principio de integridad citado por la Corte; el 
principio de finalidad, el de circulación restringida, el de temporalidad de la información 
coincidente con el de caducidad de la Corte, el de interpretación integral, el de seguridad y el de 
confidencialidad. Por su parte, la Ley 1581 de 2012 consagró también en su artículo 4º los 
principios de legalidad, finalidad, libertad, veracidad, transparencia, acceso y circulación 
restringida, seguridad y confidencialidad. Todos estos principios, en el ámbito de aplicación de 
cada norma citada, es decir, en lo referente a bases de datos generales en lo que concierne a la Ley 
1581 de 2012 y en lo que se refiere a las bases de datos financieros, crediticios y comerciales en 
lo que se relaciona con la Ley 1266 de 2008. 
 
Acceso a los datos personales 
 
El acceso a los datos personales está consagrado en la Constitución Política de Colombia, 
específicamente en el artículo 15, como un componente fundamental del Derecho al Habeas Data. 
Se trata del “derecho a conocer las informaciones” que sobre una persona se encuentran 
almacenadas en bases de datos de empresas públicas o privadas. Tal derecho está radicado en 
cabeza del titular del dato y el sujeto pasivo del mismo resulta ser toda entidad pública o privada 
que tenga bajo su poder y administración una base de datos que contenga información de propiedad 
del titular de los datos. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha hecho referencia expresa al acceso a los datos 
personales en la Sentencia C-748 de 2011 en la que se evaluó la constitucionalidad de lo que hoy 
se conoce como la Ley estatutaria de protección de datos personales, Ley 1581 de 2012 (Corte 
Constitucional de Colombia, 2011).  
 
En esta sentencia se reconoce el acceso a los datos personales como una prerrogativa del 
titular y como un contenido mínimo del derecho al habeas data. Explica la Corte que, como 
prerrogativa, el acceso comprende, no solo el acceso a la información recolectada relativa al 
individuo titular del dato, sino que, además, comprende el acceso a la base de datos donde se 
encuentra almacenada la información.  
 
Como se puede observar, se trata del acceso a la “visión de conjunto” de la que habló la 
Corte Constitucional, es decir, la visión de la totalidad de los datos almacenados y los resultados 
que son consecuencia de los diferentes tratamientos aplicados sobre ellos, que es lo que, de forma 
eventual, puede cercenar la libertad o las diferentes libertades económicas del individuo e incluso 
causar daños a este. 
 
Por otra parte, en la Ley 1581 de 2012 se consagró el acceso a la información personal 
como el principal derecho del titular del dato (Art. 8° Ley 1581 de 2012), se trata de un derecho 
que el individuo puede ejercer de forma gratuita en cualquier momento que lo considere pertinente 
e incluye el derecho a conocer la información recolectada, el derecho a solicitar copia de la 
autorización para la recolección y tratamiento de los datos,  el derecho a ser informado sobre el 
tratamiento específico que se le da a sus datos personales y el derecho a revocar la autorización 









Derecho de acceso a la información pública 
 
Derecho fundamental autónomo 
 
El derecho de acceso a la información pública está consagrado En la Constitución Política 
de 1991, especialmente en el artículo 74 del Capítulo II del Título II  “De los Derechos Sociales 
Económicos y Culturales”. Dicho artículo reza lo siguiente: “Todas las personas tienen derecho a 
acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley” (Corte Constitucional de 
Colombia, 2016). 
 
En este sentido, para la doctrina constitucional era claro que el acceso a la información 
pública era un derecho constitucional, no obstante, a razón de su ubicación en un capítulo diferente 
al que consagra expresamente los derechos fundamentales (Título II, Capítulo I de la Constitución 
Política de Colombia), se creó incertidumbre desde el punto de vista doctrinal y desde el punto de 
vista judicial acerca de la naturaleza jurídica del derecho en comento. Estando reciente la 
expedición de la Constitución Política de 1991, el Consejo de Estado se pronunció en los siguientes 
términos: 
 
Respecto al derecho de petición referente al suministro de documentos públicos, 
como se anotó antes, al estar consagrado en forma expresa en el artículo 74 de la C.N., 
norma contenida en el capítulo 2, título II que trata " de los derechos sociales, económicos 
y culturales" y regulada su operancia en normas especiales ( Ley 57 de 1985 y art. 260 de 
la Ley de la Ley 5 de 1992), es por lo que la jurisprudencia del Consejo de Estado lo ha 
considerado como no constitutivo de derecho fundamental constitucional (Subrayado y 
negrilla fuera de texto). (Consejo de Estado, 1993) 
 
El anterior pronunciamiento no tuvo en cuenta que, desde la expedición de la Constitución 
en 1991, la Corte Constitucional fue enfática en explicar y reiterar que la naturaleza fundamental 
de un derecho constitucional no se determina solo por su ubicación y referencia en el texto 
principal, sino por la conexión que el derecho en estudio tenga con otros derechos constitucionales 
fundamentales expresamente ubicados en el Título II Capítulo I (Corte Constitucional de 
Colombia, 1992). 
 
Sustentada en esta misma línea, la Corte Constitucional reconoció desde temprano la 
naturaleza fundamental del derecho de acceso a la información pública al identificar su estrecha 
conexidad con dos derechos fundamentales expresamente reconocidos como tal por el texto 
Constitucional: el derecho de petición y el derecho de información. 
 
De esta manera, dicha naturaleza del derecho a la información se reiteró en 1996, cuando 
un ciudadano interpuso acción de tutela contra la empresa comercial de loterías del Chocó y la 
acción no le fue reconocida por parte del Consejo de Estado negando el acceso a documentos 
públicos en cuanto a la naturaleza “no fundamental” del derecho de acceso a la información 
pública. Así, la Corte Constitucional en sede de revisión intervino en el caso y reconoció la tutela 
aclarando la naturaleza fundamental del derecho de acceso a la información pública. Al respecto, 
indicó lo siguiente: 
 
Interpretando sistemáticamente las distintas normas de la Constitución, esta 
Corporación ha declarado que el derecho a acceder a documentos públicos está 
directamente relacionado con el derecho de petición, al ser una manifestación específica 
del mismo. El derecho de petición es el género, y el acceso a documentos públicos o a 
determinadas informaciones, es la especie. (Subrayado y negrilla fuera de texto).  
 
Por tanto, esta Sala no comparte la decisión adoptada por el Consejo de Estado, 
al considerar que el acceso a documento públicos no es un derecho fundamental, por ser 
autónomo y no encontrarse regulado por la Constitución dentro del capítulo de los 
derechos fundamentales. (Corte Constitucional de Colombia, 1996) 
 
Para la Corte Constitucional también era claro que la conexidad entre los derechos de 
petición y de acceso a los documentos públicos no ponía en duda su autonomía, de hecho, en lo 
que se refiere a la autonomía del derecho de acceso a la información pública, a pesar de ser 
considerado como una especie de derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 
de la Constitución Política de Colombia, la misma Corte Constitucional, mediante Sentencia T-
473 de 1992 había explicado que su conexidad estaba dada por el hecho de que los dos derechos 
comparten el mismo núcleo axiológico aun cuando cada uno conserva  su autonomía en el 
ordenamiento jurídico colombiano. El Tribunal se expresó en los siguientes términos: 
 
Ahora bien, si es cierto que el derecho a acceder a los documentos públicos 
consagrado en el artículo 74, puede considerarse en buena medida como una modalidad 
del derecho fundamental de petición y como instrumento necesario para el ejercicio del 
derecho a la información y, por lo tanto, comparte con éstos su núcleo axiológico esencial, 
no lo es menos que tiene también un contenido y alcance particulares que le otorgan 
especificidad y autonomía dentro del conjunto de los derechos fundamentales (Negrilla 
y Subrayado fuera de Texto). (Corte Constitucional de Colombia, 1992) 
 
Entiéndase entonces que el derecho de acceso a la información pública es un derecho 
autónomo y que su ejercicio se relaciona con la puesta en marcha del derecho de petición ante las 
entidades públicas que tienen bajo su custodia y administración la información solicitada; la 
relación instrumental entre los dos derechos -petición y acceso a la información pública- no borra 
entonces la autonomía constitucional reconocida a cada uno. 
 
Por otro lado, el derecho de acceso a la información pública se relaciona y es un derecho 
conexo que comparte núcleo axiológico también con el derecho a la información consagrado en el 
artículo 20 de la Carta Política en los siguientes términos: “Se garantiza a toda persona la libertad 
de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e 
imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación” (Subrayado y Negrilla fuera de texto) 
(Art. 20° C.N.). 
 
El derecho a la información así expresado comprende dos dimensiones; por una parte, la 
dimensión activa, aquella en la que el individuo tiene el derecho de expresarse, de dar a conocer 
sus opiniones e impartir a otros información y, por otra, la dimensión pasiva, en la que el individuo 
ostenta el derecho o la facultad de ser informado.  
 
Es en la dimensión pasiva en donde se genera la conexidad con el derecho de acceso a los 
documentos públicos y es una expresión de lo que se considera por Fernández Areal, citado por la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-274 de 2013, como una "garantía de ejercicio consciente 
de sus derechos políticos de participación en la cosa pública.”, es garantía de transparencia de las 
decisiones adoptadas y actuaciones llevadas a cabo por las entidades públicas, en última instancia, 




El derecho de acceso a la información pública es reconocido como un derecho humano por 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ratificado por el Estado colombiano 
mediante Ley 74 de 1968 y por la Convención Americana de Derechos Humanos (CIDH), 
ratificada por Colombia mediante Ley 16 de 1972. El artículo 19, numeral 2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos dispuso lo siguiente: 
 
Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, 
o por cualquier otro procedimiento de su elección” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 
(Congreso de la República de Colombia, 1968)  
 
Por su parte, el artículo 13, numeral 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
establece: 
 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección (Subrayado y negrilla fuera de 
texto). (Congreso de la República de Colombia, 1972) 
 
En primer lugar, debe tenerse en cuenta que, al tratarse de instrumentos internacionales 
ratificados por el Congreso de la República, el artículo 93 de la Constitución Política de Colombia 
les reconoce un orden prevalente dentro de la jerarquía normativa interna, estableciendo que hacen 
parte del Bloque de Constitucionalidad. 
 
En segundo lugar, puede verse claramente que las normas consagradas en los dos 
instrumentos internacionales hacen referencia explícita al derecho a la libertad de expresión que 
se identifica, acorde con las dos definiciones transcritas, con lo que en el derecho interno se define 
bajo la etiqueta del derecho a la información con sus dos dimensiones, la activa para efectos de 
“difundir informaciones” y la pasiva para efectos de “buscar y recibir” información. 
 
El entendimiento e interpretación sobre el denominado derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión (Art. 13° de la CIDH) ha sido expresado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos mediante su jurisprudencia, por lo que ha establecido como contenido del 
mismo una dimensión individual y otra social según la cual el derecho a la libertad de pensamiento 
y expresión comprende “no solo el derecho a la libertad de expresar su propio pensamiento, sino 
también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole” 
(Corte Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2006, párr. 76) 
 
En ese segundo ámbito, el de la libertad o derecho de buscar y recibir informaciones, se 
“protege el derecho que tiene toda persona a solicitar acceso a la información bajo control de 
Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la Convención” (CIDH, 
2006, párr. 77). 
 
La efectividad del derecho consagrado se encuentra dada por la efectividad de los 
principios de publicidad y transparencia que sirven de fundamento para la creación de las normas 
que cada estado miembro de la Convención establece para que sus ciudadanos “ejerzan el control 
democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar 
si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas”. 
 
Es necesario recordar que los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en sus dos modalidades, consultiva y contenciosa, son obligatorios para el Estado 
colombiano, siendo la interpretación de las normas de la Convención pronunciada por este 
Tribunal parte del bloque de constitucionalidad colombiano. Así lo ha reconocido incluso la misma 
Corte Constitucional en los siguientes términos cuando examinó la constitucionalidad de la 
“Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la 
Mujer”: 
 
Igualmente, en nada vulnera la soberanía que nuestro país admita que se requiera 
a la Corte Interamericana para que emita opiniones consultivas relacionadas con los 
alcances de la Convención (art. 11), pues si ese tribunal es el máximo intérprete judicial 
de los alcances de los tratados de derechos humanos adoptados en el marco de la 
Organización de Estados Americanos, es lógico que nuestro país acoja sus criterios 
jurisprudenciales, tanto en los casos contenciosos como consultivos, pues la propia 
Constitución señala que los derechos y deberes deben ser interpretados de conformidad 
con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia (CP art. 
93). En ese orden de ideas, si Colombia ya ha ratificado la Convención Interamericana 
y ha aceptado como obligatoria de pleno derecho la competencia de la Corte 
Interamericana sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de los 
tratados de derechos humanos (art. 62), es razonable que Colombia acepte que ese 
tribunal sea también el máximo intérprete internacional del presente tratado” (Subrayado 
y negrilla fuera de texto). (Corte Constitucional de Colombia, 1996) 
 
Objeto de protección del derecho 
 
Documento e información pública 
 
Para empezar, se debe retomar el texto del artículo 74 de la Constitución Política de 
Colombia que reza lo siguiente: “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos 
públicos salvo los casos que establezca la ley” (Subrayado y negrilla fuera de texto) (Art. 74 C.N.). 
 
Por otro lado, el artículo 1º de la Ley 1712 de 2014, “Por medio de la cual se crea la Ley 
de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras 
disposiciones”, establece como objeto de su regulación: “El objeto de la presente ley es regular el 
derecho de acceso a la información pública, los procedimientos para el ejercicio y garantía del 
derecho y las excepciones a la publicidad de información” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
(Congreso de la República de Colombia, 2014). 
 
De la dicotomía de expresiones: documentos o información pública y sus diferentes 
significados surge entonces la duda sobre el objeto del derecho fundamental de acceso tratado en 
el presente documento. Precisamente en 1992, mediante la sentencia ya citada del Magistrado 
Ponente Dr. Ciro Angarita Barón, la Corte Constitucional hizo referencia al derecho de acceso a 
documentos públicos para reconocerle a dicho acceso el carácter de derecho fundamental, así:  
 
Por su parte, el Derecho Administrativo amplía el contenido del término. Para el 
Código Contencioso Administrativo, por ejemplo, el derecho de solicitar y obtener acceso 
a la información sobre la acción de las autoridades y, en particular, a que se expida copia 
de sus documentos, hace parte del derecho constitucional de petición. El concepto de 
documento público se desarrolla, pues, alrededor, ya no de la persona que lo produce 
(funcionario público) sino de la dependencia que lo posee, produce o controla. En 
realidad, las normas de derecho administrativo no definen el término "documento 
público". Se ocupan primordialmente de regular el acceso de los ciudadanos a esos 
documentos oficiales y, si bien admiten que algunos puedan ser reservados, procura que 
esta circunstancia sea excepcional. El énfasis es en su utilidad, no en su origen; en el 
organismo que lo produce o posee en razón a sus funciones o servicios, no en la calidad 
del funcionario que lo genera. En el marco del derecho administrativo, lo que cuenta no 
es tanto definir el concepto de documento público, sino regular el acceso de los 
ciudadanos a él, para garantizar su efectividad” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 
(Corte Constitucional de Colombia, 1992) 
 
 
Como puede verse, desde este primer momento la Corte Constitucional empieza a 
estructurar una definición del objeto del derecho de acceso para afirmar que se centra, no en el 
soporte en sí mismo, esto es, el documento físico, sino en la calidad de la persona que produce el 
documento, lo que deja por fuera lo que, para el Código de Procedimiento Civil de la época, hoy 
Código General del Proceso, es la definición de documento público. 
 
Esa misma perspectiva fue tenida en cuenta para la expedición de la Ley 1712 de 2014 que 
desarrolla el derecho contenido en al artículo 74 de Constitución Política de Colombia. En los 
artículos 4° y 6° de esta Ley  pueden leerse claramente las definiciones referidas al concepto de 
derecho, así: “Artículo 4º. Concepto del Derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso 
a la información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la información 
pública en posesión o bajo control de los sujetos obligados…” (Subrayado y negrilla fuera de 
texto). Entretanto, el artículo 6° dicta: “Artículo 6. Definiciones. (…) b) Información pública. Es 
toda información que un sujeto obligado genere, obtenga, adquiera, o controle en su calidad de 
tal;(…)” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 
 
De lo anterior es posible concluir que el objeto de protección del derecho de acceso a la 
información pública no consta solo y exclusivamente del documento producido por un funcionario 
público en su calidad de tal, sino que el objeto del derecho debe ser entendido en el amplio sentido, 
como todos los datos e informaciones que se encuentren bajo custodia o que hayan sido generados 
por un funcionario público en ejercicio de sus funciones, independientemente del tipo de soporte 
en el que se encuentran contenidos. 
 
Es tan claro para el legislador el alcance de la expresión amplia de información, que más 
tarde, en el artículo 13 de la Ley Estatutaria 1755 de 2015, mediante la cual se reguló el derecho 
constitucional de petición, se estableció que mediante el derecho de petición se podrá solicitar: “el 
reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 
situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 
requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 
recursos” (Congreso de la República de Colombia, 2015). Diferenciando claramente el acceso a 
la copia de un documento público en tanto soporte de la información sustancial contenida en el 
mismo. 
 
Principios rectores del derecho de acceso a la información pública 
 
El ejercicio y efectividad del derecho de acceso a la información pública se soporta en la 
aplicación de los siguientes principios rectores: 
 
Principio de Transparencia 
 
El núcleo axiológico compartido por el derecho de acceso a la información pública, 
consagrado en el artículo 74 de la Constitución Política, y el derecho fundamental de información, 
consagrado en el artículo 20 de la Constitución que se centra en ámbito pasivo referido al derecho 
de todo individuo a recibir información, está fundamentado por lo que se denomina principio de 
transparencia.  
 
Tal principio no tiene una consagración constitucional positiva, pero sí es entendido como 
principio rector del ordenamiento jurídico superior y del Estado de Derecho tanto por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional como por la vía de los pronunciamientos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
La Corte Constitucional ha manifestado que “la transparencia y publicidad de la gestión 
pública son una de las más importantes salvaguardas del ciudadano contra la arbitrariedad 
estatal y la condición de posibilidad de un Estado de derecho genuinamente fundado en el 
principio democrático” (Corte Constitucional de Colombia, 2007). La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, por su parte, ha mencionado:  
 
El actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y 
transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se 
encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, 
de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado 
cumplimiento de las funciones públicas. El acceso a la información bajo el control del 
Estado, que sea de interés público, puede permitir la participación en la gestión pública, 
a través del control social que se puede ejercer con dicho acceso. (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos [CIDH], 2006) 
 
Como principio de ejercicio de la función pública, la transparencia también fue consagrada 
específicamente como principio rector en la Ley 1712 de 2014 “por medio de la cual se crea la 
Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan 
otras disposiciones”, la cual, en su artículo 3º, definió el principio bajo el siguiente precepto: 
 
Principio de transparencia. Principio conforme al cual toda la información en 
poder de los sujetos obligados definidos en esta Ley se presume pública, en consecuencia 
de lo cual dichos sujetos están en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma 
en los términos más amplios posibles y a través de los medios y procedimientos que al 
efecto establezca la ley, excluyendo solo aquello que esté sujeto a las excepciones 
constitucionales y legales y bajo el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley 
(Subrayado y negrilla fuera de texto). (Congreso de la República de Colombia, 2014) 
 
En este sentido, la Ley de transparencia y acceso a la información pública consagró en su 
definición del principio de transparencia una presunción legal reforzada con el entendimiento del 
siguiente principio rector referido a la regla de la máxima divulgación y que genera un impacto 
importante en el ejercicio de darle eficacia al derecho de acceso a la información cuando establece 
que toda información en poder de un sujeto obligado (entiéndase entidad pública o en ejercicio de 
funciones públicas), se presume pública y, además, se aclara, que se debe facilitar el acceso a esta 
información de la forma más amplia posible, es decir, no podrá negarse el acceso salvo aquellos 
casos expresamente consagrados en la Constitución o la ley, y siempre bajo los requisitos estrictos 




Principio de máxima divulgación 
 
La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha mencionado el principio de máxima divulgación como un principio rector 
del derecho de acceso a la información que “ordena diseñar un régimen jurídico en el cual la 
transparencia y el derecho de acceso a la información sean la regla general, sometida a estrictas 
y limitadas excepciones” (CIDH, 2012, pág. 6).  
 
El mandato anterior se reflejó en el ordenamiento jurídico colombiano, más tarde en 2014, 
y quedó plasmado el principio de máxima publicidad en la Ley 1712 del mismo año en los 
siguientes términos: “Toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado 
es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal, de 
conformidad con la presente ley” (Congreso de la República de Colombia, 2014). 
 
En el examen de constitucionalidad del articulado de la Ley 1712 de 2014, la Corte 
Constitucional se permitió citar a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos para dar entendimiento y extensión al principio 
en comento, recordando que,  
 
De este principio se derivan las siguientes consecuencias: (a) el derecho de acceso 
a la información debe estar sometido a un régimen limitado de excepciones, el cual debe 
ser interpretado de manera restrictiva, de forma tal que se favorezca el derecho de acceso 
a la información; (b) toda decisión negativa debe ser motivada y, en este sentido, 
corresponde al Estado la carga de probar que la información solicitada no puede ser 
revelada; y (c) ante una duda o un vacío legal, debe primar el derecho de acceso a la 
información. (Congreso de la República de Colombia, 2014) 
 
En relación con las consecuencias de la aplicación del principio de máxima publicidad, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso Claude Reyes vs. Chile en 2006, explicó 
la extensión de las consecuencias citadas anteriormente para indicar que en caso de negación de 
acceso a la información pública el Estado siempre estará en la obligación de demostrar que se trata 
de una limitación compatible con las normas interamericanas aplicables a la libertad de expresión, 
es decir, que tiene una justificación legítima; que la divulgación de la información puede causar 
un perjuicio y que el perjuicio que se causaría podría ser mayor que el interés público que se 
protege con la divulgación de la información (CIDH, 2006). 
 
La Corte Interamericana identifica la realización de estos pasos con un “juicio de 
proporcionalidad” que, en caso de no ser exitoso en cualquiera de sus pasos, obligaría a la entidad 
administrativa o sujeto obligado a dar prevalencia necesaria al derecho de acceso a la información. 
 
Principio de buena fe 
 
Por último, dentro de los principios rectores del derecho de acceso a la información pública 
se encuentra el principio de buena fe citado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-274 de 
2013 y explicado por este último Tribunal. Allí, se remite a lo dicho por la Relatoría Especial para 
la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2010: 
 
Para garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, 
resulta esencial que los sujetos obligados por este derecho actúen de buena fe, es decir, 
que interpreten la ley de manera tal que sirva para cumplir los fines perseguidos por el 
derecho de acceso, que aseguren la estricta aplicación del derecho, brinden los medios de 
asistencia necesarios a los solicitantes, promuevan una cultura de transparencia, 
coadyuven a transparentar la gestión pública, y actúen con diligencia, profesionalidad y 
lealtad institucional. Es decir, que realicen las acciones necesarias con el fin de que sus 
actuaciones aseguren la satisfacción del interés general y no defrauden la confianza de los 
individuos en la gestión estatal. (CIDH, 2012) 
 
La consagración legal del principio de la buena fe como garantía de efectividad del derecho 
de acceso a la información pública se encuentra en el artículo 3º de la Ley 1712 de 2014 en los 
siguientes términos: “Principio de buena fe. En virtud del cual todo sujeto obligado, al cumplir 
con las obligaciones derivadas del derecho de acceso a la información pública, lo hará con 
motivación honesta, leal y desprovista de cualquier intención dolosa o culposa” (Congreso de la 
República de Colombia, 2014). 
 
Otros principios  
 
De forma adicional a los principios rectores mencionados anteriormente, el legislador 
decidió incluir en la Ley 1712 de 2014 otros siete principios que guían la interpretación y eficacia 
del derecho de acceso a la información pública encontrado en el artículo 3º de esta norma y que 
fueron considerados constitucionales por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-274 de 
2013, en la que expresamente se dijo lo siguiente:  
 
En relación con los diez principios que contempla el artículo 3° sub examine: 
transparencia, buena fe, facilitación, no discriminación, gratuidad, celeridad, eficacia, 
calidad de la información, divulgación proactiva de la misma, y responsabilidad en su 
uso, todos responden a los principios constitucionales que rigen la función pública, en 
función de garantizar el derecho de acceso a la información pública, lo cual resulta 
compatible con lo que establece el art. 209 CP (Subrayado y negrilla fuera de texto). (Corte 
Constitucional de Colombia, 2013) 
 
Límites del derecho de acceso a la información pública 
 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, es posible ver cómo se estructura el derecho 
fundamental de acceso a la información pública como un derecho autónomo, pero no absoluto, 
cuyos límites constitucionales están dados por varios frentes en lo que respecta al presente estudio. 
 
De esta manera. el acceso a la información pública encuentra un límite principal que es la 
reserva o confidencialidad, sin embargo, esta reserva o confidencialidad de la información no 
puede ser solicitada de cualquier manera ni por cualquier motivo por parte de las autoridades o 
sujetos obligados. La negación del acceso a los documentos públicos debe estar en concordancia 
con las consecuencias ya estudiadas de la aplicación del principio de máxima divulgación.  
 
Así, mucho antes de la expedición de la Ley 1712 de 2014, la Corte Constitucional se 
pronunció sobre el tema para construir camino jurisprudencial de interpretación refiriéndose a lo 
que podía reservarse y lo que no, en el marco de las actuaciones democráticas del Estado, 
estableciendo lo siguiente:  
 
Como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional el contenido y alcance del 
artículo 74 Superior involucra que todas las personas tengan el derecho a acceder a la 
información pública, en tanto presupuesto para la vigencia del principio democrático. 
 
De este modo, la previsión de excepciones a la publicidad de la actuación estatal  
debe dejar incólumes las garantías destinadas a preservar el derecho de toda persona a 
acceder a la información, por lo que solo serán oponibles aquellos modos de reserva o 
confidencialidad que (i) tengan carácter excepcional y respondan a un criterio de 
proporcionalidad y razonabilidad; (ii) estén expresamente previstas por el legislador; y 
(iii) respondan a fines constitucionalmente legítimos, en especial la protección del derecho 
a la intimidad del sujeto concernido, cuando se trate de información personal de carácter 
privado que, según lo expuesto en esta sentencia, no tiene vocación de circulación, habida 
cuenta su vínculo inescindible con la órbita íntima y familiar del individuo… (Corte 
Constitucional de Colombia, 2008)  
 
Se observa entonces que todo caso de negación de acceso a los documentos públicos es, 
por definición, excepcional, por lo que debe estar consagrado como excepción en una norma legal 
o constitucional; debe responder a un fin constitucionalmente legítimo y debe determinarse en 
cada ocasión si la información personal contenida en el documento a publicar o sobre el cual se 
concederá acceso tiene, en efecto, vocación de circulación. 
 
Bajo estas premisas generales se trataron los límites del derecho de acceso a la información 
pública hasta la expedición de la sentencia C-274 de 2013 en la que la Corte Constitucional 
estableció como interpretación válida de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (Ley 1712 de 2014), las reglas establecidas en la Sentencia C-491 de 2007, a saber: 
 
Como regla general, en virtud de lo dispuesto por el artículo 74 de la Constitución, 
13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las personas tienen derecho fundamental de 
acceso a la información del Estado. En este sentido, dónde quiera que no exista reserva 




En todo caso la Corte ha indicado que el derecho de acceso a los documentos 
públicos no se extiende a los documentos meramente preparatorios o en trámite de 
elaboración ni a la información íntima o privada de personas naturales que no tenga 
ninguna relevancia pública. 
 
Tal y como lo dispone el artículo 74 de la Constitución, los límites del derecho de 




… La ley debe establecer con claridad y precisión el tipo de información que puede 
ser objeto de reserva, las condiciones en las cuales dicha reserva puede oponerse a los 
ciudadanos, las autoridades que pueden aplicarla y los sistemas de control que operan 
sobre las actuaciones que por tal razón permanecen reservadas. 
 
La reserva puede operar respecto del contenido de un documento público, pero no 
respecto de su existencia… 
 
La reserva legal solo puede operar sobre la información que compromete derechos 
fundamentales o bienes constitucionales, pero no sobre todo el proceso público dentro del 
cual dicha información se inserta. 
 
La reserva legal no puede cobijar información que por decisión constitucional deba 
ser pública. 
 
La reserva debe ser temporal. Su plazo debe ser razonable y proporcional al bien 
jurídico constitucional que la misma busca proteger. Vencido dicho término debe 
levantarse. 
 
Durante el período amparado por la reserva la información debe ser 
adecuadamente custodiada de forma tal que resulte posible su posterior publicidad. 
 
La reserva cobija a los funcionarios públicos, pero no habilita al Estado para 
censurar la publicación de dicha información cuando los periodistas han logrado 
obtenerla. 
 
Adicionalmente, la Corte ha considerado que la reserva puede ser oponible a los 
ciudadanos, pero no puede convertirse en una barrera para impedir el control intra o inter 
orgánico, jurídico y político, de las decisiones y actuaciones públicas de que da cuenta la 
información reservada. 
 
Es cierto que el legislador puede establecer límites del derecho de acceso a la 
información, pero esos límites solo serán constitucionalmente legítimos si tienen la 
finalidad de proteger derechos fundamentales o bienes constitucionalmente valiosos como 
la seguridad nacional, el orden público o la salud pública. En todo caso, la limitación que 
se imponga debe resultar razonable y proporcionada al logro de dicha finalidad... (Corte 






Declarada la constitucionalidad de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, se tiene que su artículo 6º establece las siguientes definiciones: 
 
Artículo 6°. Definiciones. 
 
a) Información. Se refiere a un conjunto organizado de datos contenido en 
cualquier documento que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen 
o controlen; 
 
b) Información pública. Es toda información que un sujeto obligado genere, 
obtenga, adquiera, o controle en su calidad de tal; 
 
c) Información pública clasificada. Es aquella información que estando en poder 
o custodia de un sujeto obligado en su calidad de tal, pertenece al ámbito propio, 
particular y privado o semiprivado de una persona natural o jurídica por lo que su acceso 
podrá ser negado o exceptuado, siempre que se trate de las circunstancias legítimas y 
necesarias y los derechos particulares o privados consagrados en el artículo 18 de esta 
ley; 
d) Información pública reservada. Es aquella información que estando en poder o 
custodia de un sujeto obligado en su calidad de tal, es exceptuada de acceso a la 
ciudadanía por daño a intereses públicos y bajo cumplimiento de la totalidad de los 
requisitos consagrados en el artículo 19 de esta ley. (Congreso de la República de 
Colombia, 2014) 
 
Para la Corte Constitucional, la información pública clasificada señalada en el literal c) 
incluye o hace referencia a “todos los datos privados, semiprivados o sensibles a los que hacen 
referencia las leyes estatutarias 1266 de 2008 y 1581 de 2012, cuya difusión afecta gravemente 
del derecho a la intimidad de las personas” (Congreso de la República de Colombia, 2014). El 
acceso a la información pública clasificada podrá ser denegado de manera motivada y por escrito 
por parte de la autoridad o sujeto obligado que la tiene en su poder cuando su divulgación cause 
daño a cualquiera de los siguientes derechos: la intimidad, la vida, la salud o la seguridad o viole 
un secreto profesional, industrial o profesional. 
 
Como se puede notar, el límite en el acceso a la información pública en este caso no está 
dado por la consagración expresa en una ley de una excepción específica y detallada, por el 
contrario, cuando se habla de información clasificada, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
1712 de 2014, se habla precisamente de aquella información cuya publicación se debe someter a 
un análisis y ejercicio de ponderación con el fin de establecer si esta es razonable y si no viola en 
sí otros derechos fundamentales. 
 
Se debe tener en cuenta que lo anterior es diferente a la definición de información reservada 
del literal d) siguiente del artículo 6º, que es definida o detallada en el artículo 19º de la Ley 1712 
de 2014 y que hace referencia la información cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de 
manera motivada y por escrito, “siempre que dicho acceso estuviere expresamente prohibido por 
una norma legal o constitucional”.  
 
Aquí, se trata de una prohibición legal o constitucional y un listado taxativo que trae la 
norma sobre el tipo de información pública exceptuada de acceso con base en criterios sustentados 
en el interés general como lo es la información referida a: a)  
 
La defensa y seguridad nacional; b) La seguridad pública; c) Las relaciones 
internacionales; d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las faltas 
disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de aseguramiento o se formule 
pliego de cargos, según el caso; e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los 
procesos judiciales; f) La administración efectiva de la justicia; g) Los derechos de la 
infancia y la adolescencia; h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; i) La 




Conflicto de derechos  
 
Los Derechos en conflicto 
 
La consagración del derecho al habeas data en la Constitución de 1991 y su reconocimiento 
como derecho autónomo e independiente del derecho a la intimidad a mediados de los años 
noventa por parte de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, forjó la conceptualización de 
este derecho en la categoría de los derechos fundamentales bajo la denominación de derecho a la 
autodeterminación informática, según la cual, todo individuo tendrá derecho a conocer, actualizar 
y rectificar toda información que sobre sí se encuentre en bases de datos de entidades públicas o 
privadas.  
 
Sobre el derecho al habeas data la Corte Constitucional ha construido un esquema 
conceptual en el que se explica que su núcleo fundamental está compuesto, en primer lugar, por el 
derecho a la autodeterminación informática o facultad de la persona sobre sus datos para 
“autorizar su conservación, uso y circulación” en cualquier tipo de base de datos que los haga 
susceptibles de tratamiento automatizado y en segundo lugar, por la libertad en sí misma, en 
especial la libertad económica en lo que se refiere a la circulación de datos no autorizada por el 
sujeto activo del derecho o la circulación de datos no veraces sobre este mismo (Corte 
Constitucional de Colombia, 1995). 
 
Por otro lado, se encuentra el derecho de acceso a la información pública, entendido este 
como la facultad constitucional, fundamental y humana de todo individuo de acceder a los 
documentos e informaciones producidas o conservadas por los sujetos obligados. Tal facultad está 
sustentada en el mandato democrático que permite a los ciudadanos conocer las decisiones y 
actuaciones de los gobernantes. Así mismo, este derecho forma parte del bloque de 
constitucionalidad y comparte núcleo axiológico con el derecho a la información en tanto este 
último, también de la categoría de los fundamentales en su dimensión pasiva incluye el derecho a 
recibir información de carácter público con el consecuente derecho de acceso a la misma por vía 
instrumental del derecho de petición, tal y como se explicó en el segundo capítulo de este 
documento. 
 
Cada uno de estos derechos -el habeas data y el derecho de acceso a la información pública- 
es fundamental y autónomo, tiene su propia consagración constitucional y su propio ámbito de 
aplicación. El primero, el derecho al habeas data o derecho a la autodeterminación informática, es 
considerado un derecho fundamental de carácter individual soportado en la autonomía y el 
principio de libertad. El segundo, el derecho de acceso a la información pública, está consagrado 
como un derecho humano, fruto de la libertad de expresión y conforma la base de los derechos que 
forman parte del ejercicio democrático en un estado de derecho, por esto su eje principal de acción 
se concentra en el principio de máxima divulgación. 
 
Así, se puede saber entonces que ambos derechos encuentran como fundamento principios  
derivados de la libertad en cualquiera de sus dimensiones. Como autonomía del individuo y como 
expresión de la democracia, esta característica hace que en aquellos casos en los cuales se presenta 
un conflicto en los que debe darse prevalencia a cualquiera de los dos derechos, el ejercicio de la 
ponderación por parte de la autoridad administrativa o el operador judicial deba hacer uso de 
herramientas constitucionales que permitan dilucidar la opción menos lesiva para cualquiera de 
los dos derechos, encontrando un equilibrio en el que el sacrificio de cualquiera se compense con 
el beneficio del otro tal y como lo dictamina el principio de proporcionalidad de desarrollo 
jurisprudencial en Colombia (Corte Constitucional de Colombia, 2011). 
 
Planteamiento del conflicto entre los derechos  
 
El acceso a la información pública se da por vía del cumplimiento de dos obligaciones 
consagradas en la Ley estatutaria de transparencia y acceso a la información pública, esto es, la 
obligación de toda autoridad de publicar la información que produce y la de permitir el acceso a 
esta información y a las decisiones que con base en esa información se emiten. 
 
Como dice esta misma Ley, toda la información publicada por un sujeto obligado, 
entiéndase entidad pública o con funciones públicas o con manejo de información pública, se 
presume pública y su acceso debe guiarse por los principios constitucionales establecidos para el 
efecto, entre ellos, el principio de máxima divulgación. 
 
Sin embargo, ningún derecho es ilimitado y dentro de los límites de ese derecho de acceso 
que beneficia a cualquier persona está también la restricción que impide la publicación de la 
información que pueda considerarse clasificada o reservada y que exige, para su divulgación, 
condiciones de excepción establecidas en esta misma Ley. 
 
Es precisamente allí, en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, en 
donde el operador judicial o el sujeto obligado deberá evaluar la posibilidad de brindar acceso o 
no a la información solicitada, teniendo en cuenta que la regla general es el acceso -principio de 
transparencia y máxima divulgación-, y toda denegación deberá estar soportada de la forma 




El artículo 6º de la Ley 1712 de 2014 establece las definiciones de información pública y 
pública clasificada bajo el siguiente texto: 
 
b) Información pública. Es toda información que un sujeto obligado genere, 
obtenga, adquiera, o controle en su calidad de tal; 
 
c) Información pública clasificada. Es aquella información que estando en poder o 
custodia de un sujeto obligado en su calidad de tal, pertenece al ámbito propio, particular 
y privado o semiprivado de una persona natural o jurídica por lo que su acceso podrá ser 
negado o exceptuado, siempre que se trate de las circunstancias legítimas y necesarias y 
los derechos particulares o privados consagrados en el artículo 18 de esta ley. (Art. 6° de 
la Ley 1712 de 2014) 
 
Por su parte, el artículo 18º de dicha Ley  desarrolla la excepción al deber de publicación 
mencionado en el artículo 6º e impone como condición que la negación de acceso a la información 
obedezca a la posibilidad de causación de un daño a cualquiera de los siguientes derechos: 
intimidad (bajo las condiciones establecidas en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011); vida, salud 
o seguridad y; violación de secretos comerciales, industriales o profesionales, advirtiendo que el 
acceso solo puede ser negado de forma motivada y por escrito. Debe entenderse también, de 
conformidad con lo establecido en el parágrafo de esta norma, que la excepción no se aplica por 
parte de la autoridad en todos aquellos casos en los que la persona titular del dato haya consentido 
en la revelación de la información o se trate de información que debe permanecer pública. 
 
Es precisamente la posibilidad de causación de un daño a la intimidad bajo el alcance de lo 
establecido en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011 lo que determina el punto de conflicto entre 
los derechos al habeas data y el derecho de acceso a la información pública. El artículo 24 regula 
qué información y cuáles documentos están sometidos a reserva y establece que serán todos 
aquellos documentos o informaciones que sean sometidos a reserva explícita por la Constitución 
o la ley y, en especial 
 
3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, 
incluidas en las hojas de vida, la historia laboral, y los expedientes pensionales y demás 
registros de personal que obren en los archivos de instituciones públicas o privadas, así 
como la historia clínica. 
(…) 
5. Los datos referentes a la información financiera y comercial en los términos 
de la Ley Estatutaria 1266 de 2008. 
(…) 
8. Los datos genéticos humanos (Subrayado y negrilla fuera de texto). (Art. 24 Ley 
1712 de 2014) 
 
De manera tal que la denegación de acceso a la información recae sobre toda aquella 
información que pertenezca al ámbito privado de la persona, que involucre su intimidad o de 
alguna forma su privacidad; en otras palabras, el límite del acceso a la información pública 
consagrado en la Ley 1712 de 2014 está dado por la intimidad de consagración constitucional, la 
privacidad que encuentra consagración en la Ley 1581 de 2012 y la información perteneciente al 
ámbito comercial y financiero personal regulada en la Ley 1266 de 2008. 
 
Del ejercicio del derecho de acceso surge entonces la tensión entre los dos derechos, el 
habeas data y el acceso a la información pública y en caso de que se identifique la excepción debe 
procederse por parte de la entidad administrativa a la negativa de acceso, siempre que se 
compruebe que, en efecto, la limitación causará un daño y que dicho daño sea superior al que se 
causa con la lesión al interés público protegido en pro de la publicación de la información. 
 
Se debe tener claro entonces, por parte de la autoridad o sujeto obligado, que la motivación 
del acto administrativo no será suficiente si solo conlleva la simple mención de la excepción 
aplicable al caso concreto. De conformidad con lo expresado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-274 de 2013, se debe consagrar en el acto administrativo la resolución detallada de 
“cada caso concreto, para determinar si la posibilidad de negar el acceso a este tipo de 
información, resulta razonable y proporcionada a la luz de los intereses que se pretenden 
salvaguardar al garantizar el derecho de acceso a la información pública” (Corte Constitucional 
de Colombia, 2013). 
 
De esta manera, el análisis estaría guiado por un ejercicio de ponderación que permita 
establecer las limitaciones que se considerarían proporcionales al ejercicio del derecho 
fundamental de acceso a la información pública frente a la protección del derecho fundamental de 
autodeterminación informática o habeas data.  
 
Y es en este escenario que el ejercicio de ponderación se convierte en el mecanismo de 
resolución de una colisión de principios entendidos en la terminología de Robert Alexy, citado por 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-228 de 2011, como  
 
Un mandato de optimización que ordena que se realice algo en la mayor medida 
de lo posible de acuerdo con las posibilidades jurídicas y fácticas, pero cuando colisiona 
con otros principios …, dicho conflicto tiene que ser ponderado en el caso concreto para 
determinar si se justifica o no de manera razonable la limitación”. (Corte Constitucional 
de Colombia, 2011) 
 
La ponderación de los derechos en conflicto 
 
La ponderación en los escenarios en los que colisionan derechos fundamentales por 
imposición de limitaciones en su ejercicio se lleva a cabo por parte de las autoridades judiciales 
por vía de aplicación del principio de proporcionalidad, entendido este como una herramienta 
metodológica que aporta racionalidad y legitimidad a la toma de la decisión “valiéndose para el 
efecto de una estructura compuesta por tres subprincipios: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto” (Corte Constitucional de Colombia, 2019). 
 
La idoneidad en este campo hace referencia a que la restricción del derecho fundamental 
en estudio se encuentre sustentada en una finalidad constitucionalmente legítima; la necesidad, 
por su parte, hace referencia a que no exista otra medida menos restrictiva del derecho fundamental 
en estudio y, por último, la proporcionalidad en el sentido estricto hace referencia al estudio del 
peso abstracto de los principios y la determinación de la intensidad de la afectación y los efectos 
que esto traerá sobre el caso en concreto. 
 
El estudio así realizado busca encontrar el escenario en el cual los dos principios en 
conflicto se ven limitados o restringidos en la menor medida de lo posible teniendo en cuenta 
también la menor afectación o causación de daños por afectación de los derechos de los 
involucrados. 
 
La ponderación de derechos expuestos conceptualmente en el presente trabajo debe ser 
aplicada por el sujeto obligado a la luz del principio de proporcionalidad para determinar en qué 
casos la negación del acceso a la información pública es idónea, necesaria y legitima la prevalencia 






Identificación de hipótesis 
 
Así, se pretenden buscar aquellos casos en los cuales la presunción de la publicidad de la 
información pública consagrada en la Ley 1712 de 2014 da cabida a la aplicación de la excepción 
que permite limitar el derecho a la información y privilegiar el derecho a la autodeterminación 
informática.  
 
Para la realización de este ejercicio, ha dicho la Corte Constitucional que la limitación o la 
excepción del derecho de acceso a la información pública “no puede sustentarse únicamente en la 
relación entre el dato” y los derechos a la intimidad y el buen nombre, sino que al ser producto de 
un ejercicio de aplicación del principio de proporcionalidad en el que  “la posibilidad de prever 
la reserva de la información personal responde necesariamente a una gradación, que está definida 
en virtud de la intensidad de la afectación del derecho a la intimidad” (Corte Constitucional de 
Colombia, 2019) 
 
Esta última es una posición que ha sostenido la Corte desde la década de los noventa y ha 
configurado la estructura principal de varios pronunciamientos de constitucionalidad, entre ellos, 
la evaluación de las dos leyes estatutarias relacionadas con el derecho fundamental al Habeas 
Data, esto es, la Ley 1266 de 2008 y la Ley 1581 de 2012, así como la constitucionalidad de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública o 1712 de 2014. 
 
De esta manera, para determinar la afectación del derecho a la intimidad, el primer paso es 
establecer el tipo de información sobre el cual se está presentando el conflicto, para lo cual se 
utiliza la clasificación creada por la Corte Constitucional mediante Sentencia T-729 de 2002, que 





En este sentido, la Corte Constitucional hace una clasificación de la información en función 
de su publicidad y la posibilidad que tienen las personas de acceder a la misma, así, identifica la 
existencia de cuatro tipos de información: (i) pública, (ii) semiprivada, (iii) privada y (iv) reservada 
o secreta. 
 
En relación con la información pública, se explica por parte de la Corte Constitucional que 
es aquella “calificada como tal según los mandatos de la ley o de la Constitución” y que “puede 
ser obtenida y ofrecida sin reserva alguna” citando por vía de ejemplo los actos y documentos 
públicos, lo que incluye las providencias judiciales ejecutoriadas, los datos sobre el estado civil de 
las personas y la conformación de la familia. 
 
En cuanto a la información semiprivada, la Corte Constitucional no establece una 
definición clara en esta sentencia, pero determina ciertas reglas útiles para la identificación de este 
tipo de información al decir que el acceso a esta solo puede ser obtenido por orden de autoridad 
administrativa en cumplimiento de sus funciones o en el marco de los principios de administración 
de datos personales, para el caso cita el ejemplo de datos relacionados con la seguridad social y el 
comportamiento financiero. 
 
A renglón seguido, la información privada es definida por la Corte Constitucional como 
aquella que se encuentra en un ámbito privado y que por esta misma razón “solo puede ser 
obtenida y ofrecida por orden de autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones” como 
los documentos privados, las historias clínicas y la información obtenida de la inspección del 
domicilio. 
 
Por último, la Corte hace referencia a la información reservada para indicar que se trata de 
información personal relacionada estrechamente con la dignidad, intimidad y libertad de las 
personas y que por tal razón no puede “siquiera ser obtenida ni ofrecida por autoridad judicial en 
el cumplimiento de sus funciones”, tal como la información genética, inclinación sexual y todo 
tipo de dato identificado como sensible. 
 
A continuación, se estudiarán los casos concretos de conformidad con la clasificación de 
la información presentada para establecer las hipótesis en las cuales la cercanía que cada tipo de 
información tiene con el derecho a la intimidad hace que se justifique la prevalencia del derecho a 
la autodeterminación informática frente el derecho al acceso a los documentos públicos. 
 
Información pública contenida en documentos públicos 
 
De acuerdo con lo expuesto a lo largo del presente trabajo, no cabría duda de que la 
información personal pública contenida en documentos públicos es de libre acceso por parte de 
cualquier ciudadano en ejercicio de sus derechos democráticos y el ejercicio de sus libertades 
(Corte Constitucional de Colombia, 2010). 
 
Sin embargo, y para abarcar todas las opciones, un eventual conflicto en este aspecto podría 
concentrarse en el interrogante sobre si la clasificación de la información como pública fue correcta 
y también en el hecho de que en un mismo documento se encuentre consagrada información 
pública, pero también información privada y/o semiprivada. 
 
Para evaluar las dos hipótesis mencionadas, es necesario empezar por decir que para 
determinar la correcta clasificación de la información como pública, como es evidente, no basta 
con el listado de ejemplos dados por la Corte Constitucional en la Sentencia citada, ni con la 
mención que trae la Ley 1712 de 2014 en cuanto a lo que se define como información pública, esto 
es, la que se encuentre en poder, control o administración de un sujeto obligado (Art. 6 Ley 1712 
de 2014).  
 
La exigencia y complejidad del tema al no existir listados taxativos, que valga decir 
tampoco serían apropiados frente a la variedad de casos que podrían quedar por fuera de la 
clasificación, ha llevado a la Corte Constitucional a pronunciarse para aclarar que la publicidad de 
los documentos públicos y su regla general de publicidad desde el punto de vista de la forma y 
clasificación no permea la publicidad o no de la información personal que en ellos se consigna. 
 
 
La Corte Constitucional lo explicó en el siguiente texto: 
 
 El carácter público de las sentencias no inhibe la fuerza normativa de las reglas y 
principios que ordenan jurídicamente el tratamiento de información personal contenida 
en bases de datos… la publicidad indiscriminada de los antecedentes penales no se puede 
defender bajo la idea de la publicidad de los soportes. (Corte Constitucional de Colombia, 
2012)  
 
Se puede afirmar que una cosa es el soporte, entiéndase el acto administrativo o la sentencia 
judicial y otra, el tipo de información que contiene. Esto lleva a examinar la segunda hipótesis 
conflictiva planteada; si un documento público contiene diferentes clases de información, de 
acuerdo con lo dicho en la sentencia SU-458 de 2012, no sería viable entender que toda la 
información que contiene tiene vocación de publicidad, de hecho, antes de cualquier consagración 
normativa, la Corte Constitucional ya había entendido la importancia de la diferenciación al decir 
en la Sentencia T-511 de 2010 lo siguiente:  
 
Respecto de documentos públicos que contengan información personal privada y 
semiprivada, el ejercicio del derecho al acceso a documentos públicos se ejerce de manera 
indirecta, por conducto de las autoridades administrativas o judiciales (según el caso) y 
dentro de los procedimientos (administrativos o judiciales) respectivos... (Corte 
Constitucional de Colombia, 2010) 
 
De manera posterior, ya en 2014, la solución al tema tuvo consagración normativa en el 
artículo 21 de la Ley 1712 de 2014, reflejando la jurisprudencia citada de la Corte Constitucional, 
bajo el siguiente tenor: 
 
Divulgación Parcial y Otras Reglas. En aquellas circunstancias en que la totalidad 
de la información contenida en un documento no esté protegida por una excepción 
contenida en la presente ley, debe hacerse una versión pública que mantenga la reserva 
únicamente de la parte indispensable. La información pública que no cae en ningún 
supuesto de excepción deberá ser entregada a la parte solicitante, así como ser de 
conocimiento público. La reserva de acceso a la información opera respecto del contenido 
de un documento público, pero no de su existencia. (Art. 21 Ley 1712 de 2014) 
 
Como puede verse, la norma es clara al identificar, no solamente la diferencia entre el 
documento soporte y la información contenida en este, sino en identificar la publicidad de la 
información clasificada como pública y la reserva de la información privada a la cual se refiere 
como “toda información protegida por una excepción contenida en esta ley”, lo que lleva a 
concluir una tendencia jurisprudencial y normativa en la prevalencia del principio de máxima 
divulgación, así como su entera protección frente a la información contenida en soportes públicos, 
al punto de existir y consagrarse legalmente la regla de la divulgación parcial. 
 
Información semiprivada contenida en documentos públicos 
 
Tal y como lo sostuvo la Corte Constitucional en la Sentencia T-729 de 2002, el acceso a 
este tipo de información solo puede ser obtenido por orden de autoridad administrativa en 
cumplimiento de sus funciones o en el marco de los principios de administración de datos 
personales.  
 
La información semiprivada está consagrada en el artículo 6º de la Ley 1712 de 2014 dentro 
de la definición de información clasificada y de acuerdo con la lectura de este artículo, se trata de 
información expresamente exceptuada del principio de máxima publicidad, siempre que ella 
cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 18º de esta misma Ley. 
 
Lo anterior quiere decir que el acceso a la información semiprivada que encuentra como 
soporte un documento público puede ser negado si con la publicación o acceso se causa daño a los 
derechos consagrados en el artículo 18º citado. Para tener claridad sobre lo que produce la 
violación y la limitación que se impone, en este caso es necesario, en primer lugar, saber de qué 
tipo de información se habla cuando se hace referencia a información semiprivada si se tiene en 
cuenta que la misma Corte Constitucional no fue explícita al respecto. 
 
En la legislación estatutaria, la Ley 1266 de 2008 es la única que hace referencia a este tipo 
de información expresamente y en su artículo 3º habla específicamente de “dato semiprivado” 
definiéndolo bajo una exégesis de metodología excluyente. Al respecto, indicó:  
 
Es semiprivado el dato que no tiene naturaleza íntima, reservada, ni pública y cuyo 
conocimiento o divulgación puede interesar no solo a su titular sino a cierto sector o grupo 
de personas o a la sociedad en general, como el dato financiero y crediticio de actividad 
comercial o de servicios a que se refiere el Título IV de la presente ley. (Congreso de la 
República de Colombia, 2008) 
 
Dentro de la definición dada por la Ley 1266, se tienen entonces específicamente los datos 
financieros, crediticios y de servicios, lo que incluye aquellos que interesan a un grupo de personas 
determinado o como lo menciona esta misma ley en su artículo 1º, “la información financiera y 
crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países”. 
 
La anterior sería la información clasificada como semiprivada que estaría excluida del 
principio de máxima publicidad que guía el derecho de acceso a la información pública, sin 
embargo, la norma (artículo 18 de la Ley 1712 de 2014) es clara en establecer que la simple 
clasificación o identificación de la información dentro de esta tipología no es suficiente para negar 
el acceso. Incluso si se determina conceptualmente que la información es clasificada, la negación 
del acceso solo procede cuando en efecto, ese mismo acceso o la publicación puede un daño en 
uno de los derechos del individuo titular de los datos. 
 
El daño que eventualmente causaría el acceso o la publicación de este tipo de información 
debe ser evaluado por la autoridad administrativa bajo la aplicación del test de proporcionalidad 
y, como lo dice la propia norma, bajo la estricta aplicación de los principios de administración de 
datos personales. Así lo reconoció la Corte Constitucional en la Sentencia C-397 de 1998 al revisar 
la constitucionalidad de la Convención Interamericana contra la Corrupción y su ley aprobatoria, 
decisión citada y reiterada a su vez por la Sentencia C-851 de 2005 en la que se hizo énfasis en el 
siguiente texto: 
 
En esa perspectiva, la circulación del “dato económico personal” que recepciona 
la entidad financiera, en principio protegido con la reserva o el secreto bancario al que 
aquella está obligada, solo es posible, como lo impone la norma del instrumento 
multilateral que se revisa, si se presenta alguna de las siguientes situaciones: la primera, 
que esté precedida por formal y expresa autorización de su titular, quien en ejercicio de 
su autonomía está habilitado para “introducir una limitación permitida por el 
ordenamiento a su libertad personal”(…); y la segunda, que se origine en la 
“...prevalencia de un verdadero interés general construido con todos los elementos que 
ofrece la Constitución de 1991 a través de sus valores, principios y normas...” (….) caso 
en el cual ella se despoja de cualquier elemento de arbitrariedad, mucho más si tal 
información acredita la calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los 
órdenes legales, según lo dispone el artículo 248 de la Carta Política. (Corte 
Constitucional de Colombia, 1998, párr. 7) 
 
De acuerdo con lo anterior, la publicación y acceso de la información financiera, crediticia, 
comercial y de servicios se sujeta al respeto máximo del principio de libertad consagrado de 
manera conjunta con el principio de finalidad establecido en el artículo 4, literal b) de la Ley 1266 
de 2008, según el cual cualquier tratamiento de datos personales, entiéndase recolección, uso, 
almacenamiento, circulación y supresión, debe estar precedido de la autorización previa y expresa 
del titular del dato; o en el segundo escenario, despojado de la autorización, dando cabida a la 
prevalencia de lo que se entiende como interés general, caso en el cual se regresa a la aplicación 
del principio de máxima divulgación por el hecho de verse involucrada o comprometida la 
convivencia pacífica, el orden justo y los valores contenidos en el artículo 1º de la Constitución 
Política de Colombia. 
 
Se tiene entonces que en la hipótesis de información semiprivada contenida en documentos 
públicos prevalecerá el derecho de acceso a la información cuando se tenga previa autorización 
del titular del dato para el tratamiento del mismo o cuando se trate de circunstancias en las que se 
ve involucrado el interés general. En los demás casos la entidad administrativa debe evaluar, no 
solo la existencia de la información clasificada como semiprivada, sino que encontrada, debe 
proceder y ponderar si la publicación o acceso a esta información causa un daño al individuo titular 
del dato, en cuyo caso deberá dar prevalencia al derecho de habeas data o autodeterminación 
informática, es decir, procede la reserva de la información clasificada. 
 
Información privada contenida en documentos públicos 
 
Este tipo de información, la que solo interesa al titular de la misma, está regulada por la 
Ley 1581 de 2012, particularmente en su artículo 2º en donde se establece que sus disposiciones 
son aplicables a “los datos personales registrados en cualquier base de datos que los haga 
susceptibles de tratamiento por entidades de naturaleza pública o privada” (Congreso de la 
Repúbica de Colombia, 2012). 
 
Sobre este tipo de datos opera fundamentalmente el principio de libertad, entre otros más 
aplicables a la administración de datos personales y que fueron explicados en capítulos anteriores. 
En virtud de dicho principio de libertad, el tratamiento sobre información privada o datos 
personales solo puede “ejercerse con el consentimiento, previo, expreso e informado del titular”1 
y esta información o datos “no podrán ser obtenidos o divulgados sin previa autorización, o en 
ausencia de mandato legal o judicial que releve el consentimiento” (Literal c, Art. 4° Ley 1581 
de 2012). 
 
De conformidad con lo explicado anteriormente, a la información privada solo se puede 
acceder con el consentimiento previo del titular del dato o por vía de mandato legal o judicial en 
los casos en los que no se tiene el consentimiento. Desde este punto de vista, por vía de mandato 
legal, acorde con lo establecido en el artículo 10º de la Ley 1581 de 2012, no será necesaria la 
autorización del titular del dato para el tratamiento cuando se trate de: 
 
Información requerida por una entidad pública o administrativa en ejercicio de sus 
funciones legales o por orden judicial; 
Datos de naturaleza pública; 
Casos de urgencia médica o sanitaria; 
 
1 Literal C, artículo 4º de la Ley 1581 de 2012. 
Tratamiento de información autorizado por la ley para fines históricos, estadísticos 
o científicos; 
Datos relacionados con el registro civil de las personas. (Art. 10° Ley 1581 de 
2012) 
 
En este caso, la recolección de la información se encuentra exceptuada de la autorización 
del titular en todos aquellos casos en los que esta es recolectada por una autoridad o administrativa 
en ejercicio de sus funciones legales. Sin embargo, es importante tener en cuenta que el ejercicio 
de esa actividad de recolección y el tratamiento posterior del dato y la información por parte de 
esa misma autoridad no está libre de límites, pues el mismo artículo citado, después de la 
enumeración de casos prescribe: “Quien acceda a los datos personales sin que medie autorización 
previa deberá en todo caso cumplir con las disposiciones contenidas en la presente ley” (Art. 10° 
Ley 1581 de 2012). 
 
Lo anterior para dejar absoluta claridad sobre el hecho de que la única norma no aplicable 
en el evento en el que una entidad pública recolecta un dato personal para cumplir con una función 
que le asigna una norma legal, es la que exige el otorgamiento de autorización previa por parte del 
titular del dato, después de este hecho, todo el proceso de tratamiento del dato al interior de la 
entidad, es decir, su procesamiento por vía de almacenamiento, uso, circulación y supresión, debe 
llevarse a cabo bajo el estricto cumplimiento de las normas establecidas en la Ley 1581 de 2012. 
 
De acuerdo con lo anterior, el acceso a los datos personales o información de carácter 
privado contenida en un documento público está reglado de forma general desde el punto de vista 
axiológico por el denominado principio de circulación restringida, de consagración legal (puesto 
que, como se vio anteriormente, la recolección del dato privado por la autoridad administrativa en 
ejercicio de sus funciones, está por fuera del ámbito de aplicación del principio de libertad), según 
el cual: 
El tratamiento se sujeta a los límites que se derivan de la naturaleza de los datos 
personales, de las disposiciones de la presente Ley y la Constitución. En este sentido, el 
tratamiento solo podrá hacerse por las personas autorizadas por el Titular y/o por las 
personas previstas en la presente ley. 
Los datos personales, salvo la información pública, no podrán estar disponibles en 
internet u otros medios de comunicación masiva, salvo que el acceso sea técnicamente 
controlable para brindar un conocimiento restringido solo a los titulares o terceros 
autorizados conforme a la presente Ley. (Literal f Art. 4° Ley 1581 de 2012)  
 
Así, y para complementar las reglas aplicables, en el artículo 13º de la Ley 1581 de 2012 
se menciona el tipo de personas a las cuales se les puede suministrar la información analizada, es 
decir, aquellas que tendrían la calidad expresa de sujetos activos del derecho de acceso a la 
información en este específico caso, a saber: los titulares, sus causahabientes o sus representantes; 
entidades públicas o administrativas en el ejercicio de sus funciones legales o por orden judicial y 
terceros autorizados por el titular o por la ley. 
 
El acceso a los datos personales o información de carácter privado contenida en un 
documento público también estará reglado por el principio de finalidad según el cual el tratamiento 
de los datos debe obedecer a una finalidad constitucional o legal legítima y por el principio 
jurisprudencial de necesidad, ya explicado en este documento, según el cual los datos personales 
registrados en una base de datos deben ser los estrictamente necesarios para el cumplimiento de 
las finalidades perseguidas. 
 
Entonces, en el eventual conflicto entre el ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública y el ejercicio del derecho de habeas data en un escenario en el que esté involucrada 
información de carácter privada inserta en el soporte público, ha de tenerse en cuenta que primará 
el principio de acceso y circulación restringida en todos aquellos casos en los que por vía de 
ponderación se deduzca que es razonable la publicación del documento sin exposición del dato y 
siempre que no sea necesaria la publicación del mismo, como en aquellos casos en los que se ve 
involucrado el poder punitivo y sancionador de Estado, casos en los cuales prevalecerá el principio 
de máxima divulgación como expresión democrática del Estado de derecho. 
  
Ejemplo de los casos anteriores y en los que se vio involucrado el análisis del poder 
punitivo y sancionador de Estado como expresión del interés general son los casos tratados en las 
sentencias SU-458 de 2012 en la que se habló de la publicación de bases de datos contentivas de 
antecedentes penales y la sentencia C-276 de 2019, la cual será citada más adelante y que trata el 
tema desde la perspectiva de la publicación de las órdenes de captura, con toda la información del 
procesado, en medios de comunicación incluidas las redes sociales. 
 
Información reservada contenida en documentos públicos 
 
La información reservada es definida por la Corte Constitucional como toda aquella 
información relacionada directa y estrechamente con la dignidad, intimidad y libertad de las 
personas. Se trata de toda aquella información conformada por datos de naturaleza sensible a los 
que no se pueden acceder ni siquiera por vía de autoridad judicial. Para analizar esta hipótesis, se 
iniciará con la definición de datos sensibles contenida en el artículo 5º de la Ley 1581 de 2012: 
 
…Se entiende por datos sensibles aquellos que afectan la intimidad del Titular o 
cuyo uso indebido puede generar su discriminación, tales como aquellos que revelen el 
origen racial o étnico, la orientación política, las convicciones religiosas o filosóficas, la 
pertenencia a sindicatos, organizaciones sociales, de derechos humanos o que promueva 
intereses de cualquier partido político o que garanticen los derechos y garantías de 
partidos políticos de oposición así como los datos relativos a la salud, a la vida sexual y 
los datos biométricos. (Art. 5° Ley 1581 de 2012) 
 
Este tipo de información definida en la norma citada se encuentra en el artículo 6º de la 
Ley 1712 de 2014 bajo la etiqueta de información clasificada y se encuentra enumerada como 
expresamente exceptuada del principio de máxima divulgación que respalda el derecho de acceso 
a la información pública por vía del literal a) del artículo 18º de esta última Ley y que establece 
que el acceso puede ser rechazado cuando cause daños al derecho a la intimidad. Precisamente, la 
Sentencia de Constitucionalidad de la Ley 1712 de 2014 fue bastante explícita al mencionar el 
alcance de esta excepción que impone la información reservada al principio de máxima 
divulgación de la información pública. 
 
 
En aquella ocasión, la Corte Constitucional explicó que el acceso a la información pública 
clasificada puede ser negado siempre y cuando se cumplan las condiciones constitucionales de 
“sujetarse a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, e igualmente estar relacionadas 
con la protección de derechos fundamentales, como es el caso de la intimidad, o de valores 
constitucionalmente protegidos, como sucede con la seguridad y la defensa nacional” (Corte 
Constitucional de Colombia, 2013) 
 
Esto quiere decir que la simple clasificación de la información como reservada o sensible 
no lleva de manera automática a la aplicación de la excepción y la negación de acceso, pues la 
misma Corte es enfática en establecer  
 
[Que] La tensión entre el derecho a acceder a la información pública clasificada o 
pública reservada deberá resolverse en cada caso concreto, para determinar si la 
posibilidad de negar el acceso a este tipo de información, resulta razonable y 
proporcionada a la luz de los intereses que se pretenden salvaguardar al garantizar el 
derecho de acceso a la información pública. (Corte Constitucional de Colombia, 2013) 
 
El ejercicio constitucional anterior debe llevarse a la práctica por parte de la autoridad en 
aplicación del citado artículo 18º de la Ley 1712 de 2014, según el cual, para aplicar la excepción 
y negar el acceso a la información, debe probarse no solo que el derecho del titular del dato se 
relaciona directamente con su dignidad e intimidad, sino que debe probarse que la publicación de 
la información les causaría un daño a esos mismos derechos. En palabras de la Corte:  
 
…El sujeto obligado debe expresar necesariamente por qué la posibilidad de dañar 
esos derechos es real, probable y específica, que no es un riesgo remoto ni eventual. 
Adicionalmente, para asegurar que sea proporcional, a la luz de la doctrina constitucional 
en la materia, el sujeto obligado debe señalar que el daño o perjuicio que pueda producirse 
a esos derechos sea sustancial, pues no sería constitucional que un daño ínfimo conduzca 
a una restricción tan seria del derecho de acceso a la información… (Corte Constitucional 
de Colombia, 2013) 
 
Presunción de publicidad de la información 
 
Por último, para complementar la hipótesis desarrollada en torno a la información 
reservada, se debe mencionar que en la Sentencia C-276 de 2019, la Corte Constitucional en sede 
de revisión de la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 298 (parcial) de la Ley 906 de 
2004, afinó su postura en cuanto a la solución de la problemática que se presenta cuando entran en 
conflicto el derecho de acceso a la información pública y la publicación de información de carácter 
clasificado o reservado. 
 
Frente a esto, la Corte explicó que la validez misma de la excepción que consagra la ley al 
derecho de acceso a la información pública no encuentra su justificación en la calidad del dato o 
clasificación de la información por sí misma, sino que la aplicación de la excepción debe ser 
sustentada en todos los casos por vía de ponderación, concluyendo que, si como consecuencia de 
este ejercicio no se demuestra que “La reserva es una medida necesaria, razonable y 
proporcionada”, se presumirá “la publicidad de la información pública, incluso aquella que tenga 
carácter de personal” (Corte Constitucional de Colombia, 2019). 
 
En virtud de esta presunción, se explica en esta sentencia que, en principio, los datos 
sensibles o reservados tienen la condición de información pública clasificada, pero que, si no se 
comprueban las condiciones excepcionales de la reserva, “se podrá acceder libremente a la 
información pública clasificada, en virtud del principio de máxima divulgación”. 
 
Como puede verse, en este caso, de no darse las condiciones estrictas de la excepción, 
prevalecerá el principio de máxima publicidad de la información dejando sin piso la calidad misma 
de la información clasificada como reservada teniendo en cuenta que evidentemente se hayan 
cumplido todos los otros pasos del test de proporcionalidad que permitan dar esta prevalencia al 
principio de máxima publicidad por considerar que sería mayor la afectación de este que el 





Como se pudo ver a lo largo del texto, el conflicto existente entre el derecho de acceso a la 
información pública desde el punto de vista de su acepción pasiva basada en el derecho a recibir 
información y el derecho a la protección de los datos personales en su ámbito referido a la 
autodeterminación informativa, así como la decisión sobre la prevalencia de uno u otro derecho, 
lleva a la búsqueda de los principios que fundamentan el núcleo esencial de ambos derechos y a la 
ponderación de estos en cada caso concreto. 
 
La cuestión ha sido planteada desde el inicio de la jurisprudencia constitucional basada en 
la Carta de 1991. En este escenario inicial de los años noventa, la intimidad se consideró un 
derecho fundamental y como concepto único cuya garantía estaba representada en la protección 
de datos. Así, se concluyó la prevalencia del derecho a la intimidad sobre el derecho de acceso a 
la información. Se fundamentó esta prevalencia en la relación directa que encuentra la intimidad 
con la dignidad humana; sin embargo, este escenario inicial llevaba a una conclusión absoluta en 
la que los datos personales, por el hecho de ser personales, podrían poner en riesgo el principio 
democrático de acceso a la información pública. 
 
En un segundo momento se buscó modular la posición anterior y, para encontrar la solución 
a la prevalencia en aquellos casos de conflicto entre el acceso a la información y el habeas data, 
se promovió una ponderación con base en diferentes criterios jurídicos. Lo primero que se hizo 
fue reconocer la autonomía y carácter fundamental de los derechos; por un lado, la Corte 
Constitucional dejó clara la existencia autónoma del derecho fundamental al habeas data de forma 
independiente al derecho de intimidad y, por el otro, el alto tribunal aclaró la naturaleza 
fundamental del derecho de acceso a la información pública. 
 
Reconocidos la autonomía de los derechos, se pudo evidenciar desde un punto de vista 
teórico válido una verdadera existencia de conflicto entre ellos y para su resolución se acudió a la 
identificación de los núcleos esenciales y principios que fundamentan su ejercicio.  
 
De este modo, la Corte Constitucional determinó que el derecho de habeas data se 
fundamenta en el principio de libertad y el de acceso a la información pública en el principio de 
transparencia. Determinados los principios en conflicto se procedió con la ponderación de estos 
para así llegar a la conclusión sobre su aplicación y prevalencia.  
 
En el ámbito del derecho fundamental al habeas data, la autodeterminación informativa 
basada en el principio de libertad da pie al individuo para ejercer la facultad de permitir o restringir 
la circulación de la información que verse sobre su persona y que se encuentre en cualquier base 
de datos. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la autodeterminación del individuo no es más 
que la consagración del contrapeso al llamado poder informático que radica en cabeza de la entidad 
pública o sujeto obligado que administra las bases de datos y la información que se tiene sobre el 
individuo. 
 
El equilibrio o la ponderación entre los derechos en conflicto delimitará entonces ese punto 
en el que ya no se está en el ámbito que demarca la esfera más íntima del individuo y el punto en 
el que el derecho del individuo debe ceder ante el interés general que representa el principio 
democrático de acceso a la información.  
 
En el ámbito del derecho de acceso a la información pública, deben tenerse en cuenta varios 
factores: su naturaleza supraconstitucional, su conexidad con el derecho de petición y su conexidad 
con el derecho de información. Estos factores dimensionan el derecho como expresión del ejercicio 
democrático y su consagración misma encuentra así fundamento en el principio de transparencia.  
 
El ejercicio del derecho de acceso a la información pública es en donde se ubica el punto 
exacto del conflicto, el ciudadano solicita acceso y la entidad pública o el sujeto obligado deberá 
evaluar la posibilidad de brindar acceso o no a la información solicitada. Para la Corte, la 
determinación del tipo de información que se encuentra bajo examen y la determinación de su 
estrecha o asilada cercanía con la intimidad permite llegar a un punto de resolución en el que los 
principios democráticos que sustentan la transparencia no se ven sacrificados sino en aquellos 
casos en los que la intimidad del individuo pusiera en riesgo la libertad misma. 
 
Es precisamente la posibilidad de causación de un daño a la intimidad bajo el alcance de lo 
establecido en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011 lo que determina el punto de resolución de 
conflicto entre los derechos al habeas data y el derecho de acceso a la información pública. Así, 
estarán sometidos a reserva todos aquellos documentos o informaciones que sean sometidos a 
reserva explícita por la Constitución o la ley y, en especial, los que involucren derechos a la 
privacidad e intimidad de las personas (Congreso de la República de Colombia, 2011). 
 
De conformidad con lo establecido anteriormente, en caso de que se identifique la 
existencia de la excepción, debe procederse por parte de la entidad pública o sujeto obligado a la 
negativa de acceso, pero esa negativa solo procede cuando se comprueba que, en efecto, la 
publicación o el acceso a la información causará un daño y el daño es superior al que se causa con 
la lesión al interés público que se encuentra protegido en pro de la publicación de la información, 
sin dejar de lado que siempre debe evaluarse el caso a la luz de la aplicación del principio de 
máxima divulgación para permitir, en todos los casos en los que sea posible y aplicable, un acceso 
parcial a la información. 
 
La aplicación del principio de proporcionalidad por vía de un ejercicio de ponderación es 
el que permite determinar en qué casos la negación del acceso a la información pública es idónea, 
necesaria y legitima la prevalencia de cualquiera de los dos derechos en conflicto. Ha dicho la 
Corte Constitucional, de acuerdo con lo que se citó en este trabajo, que la realización de este 
ejercicio de ponderación se sustenta en la identificación del dato, pero no solo en este factor, sino 
también en la determinación de su relación con el derecho a la intimidad y sobre todo, la gradación 
o intensidad de la afectación del derecho a la intimidad como consecuencia de la publicación o 
permisión en el acceso a la información pública que contiene los datos personales identificados 
(Corte Constitucional de Colombia, 2019). 
 
Así, la regla general será la publicidad de la información pública entendiendo por tal los 
datos o información de carácter público contenidos en un documento de la misma naturaleza 
haciendo prevalecer en todos los casos el principio de máxima divulgación y permitiendo la 
publicación del soporte y la información pública en él contenida, es decir, toda la información que 
tenga vocación de ser conocida será publicada y se tendrá posibilidad de acceder a ella. 
 
En los casos de datos o información semiprivada y privada, la negación del acceso a la 
información solo procede cuando, en efecto, ese mismo acceso o la publicación de la información 
causan un daño en uno de los derechos del individuo titular de los datos. El  daño al que se hace 
referencia debe ser evaluado por la autoridad administrativa bajo la aplicación del test de 
proporcionalidad y bajo la estricta aplicación de los principios de administración de datos 
personales, es decir, cuando se tenga previa autorización del titular del dato para el tratamiento del 
mismo o cuando se trate de circunstancias en las que se ve involucrado el interés general, 
prevalecerá el derecho de acceso y publicidad de la información pública. 
 
Por último, en lo referente a la información reservada o lo que se conoce en la doctrina y 
la ley bajo la clasificación de datos sensibles, existe excepción de publicación por gran riesgo de 
daño a la intimidad, por vía de aplicación del literal a) del artículo 18º de la Ley 1712 de 2014. 
 
Analizados los tipos de información, las disposiciones legales y la posición de la Corte 
Constitucional frente a cada uno de ellos, puede verse que aun cuando se trata de información 
sensible, es decir, aquella directamente ligada a la intimidad y por consecuencia a la dignidad 
humana de la persona titular de los datos, no opera presunción alguna ni de tipo legal, ni de derecho 
que establezca el acceso o denegación a la información. Los casos de conflicto en la prevalencia 
entre el derecho de acceso a la información pública y el derecho de habeas data llaman a la 
aplicación del principio de proporcionalidad para, mediante el test de proporcionalidad, resolver 
la prevalencia de un principio u otro.  
 
Lo anterior indica una marcada tendencia a la prevalencia del principio de transparencia y 
del orden democrático por encima del derecho al habeas data, el que deberá ceder ante el interés 
general implícito en los deberes del ejercicio democrático en sede de conocimiento de la entidad 
pública. 
 
Ante el llamado de ponderación para dar prevalencia a sus propios derechos, el individuo 
se verá forzado a la demostración del daño, no obstante, la vía administrativa no es la establecida 
legalmente para esto; esta última, de conformidad con lo establecido en la Ley 1712 de 2014, dará 
resolución justificada a la solicitud, pero no está llamada legalmente a determinar o ponderar la 
causación del daño. Legalmente estará llamado a actuar el operador judicial, ante quién el 
ciudadano llevará la solicitud de acceso o denegación de la información pública y será este 
funcionario el llamado al ejercicio de la ponderación justificando la decisión judicial en la que se 
considere si en un determinado caso se produce o no un daño que justifique la denegación o acceso 
a la información pública. 
 
En este último caso, debe tenerse en cuenta que la posición de la Corte en sus últimos 
pronunciamientos ha sido la presunción de publicidad de todo tipo de información, inclusive la 
reservada o sensible, dando prevalencia al principio de máxima publicidad de la información 
después de que se hayan cumplido todos los pasos del test de proporcionalidad que permitan 
concluir tal prevalencia por considerar que sería mayor la afectación del interés general que el 
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